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EL PAPEL DEL ESTADO Y LAS POLÍTICAS CIENTÍFICO-TECNOLÓGICAS 

 

Hubo un Ministro en Argentina que mandó a los científicos del CONICET a lavar 

los platos. De hecho, en ese tiempo y durante varios años (comienzos de los 90) 

no hubo ingresos de científicos a la carrera de investigador de ese organismo. El 

Ministro no explicitó, no necesitaba decirlo, que los sectores productivos del país, 

por no decir los sociales, no necesitaban de la ciencia y la tecnología. El mercado 

(sobre todo el mercado externo) bastaba para conseguir la tecnología y los 

equipos necesarios a la producción. Ésta, por otro lado, en particular la producción 

industrial, estaba siendo reducida a su mínima expresión. Eran los años noventa. 

Con el desguace del Estado, la política científico-tecnológica estaba 

desapareciendo. 

La política científico-tecnológica se refiere, por definición, a la acción del Estado 

para promover y orientar las actividades de investigación científica y desarrollo de 

tecnologías. Hoy día la necesidad de esta política parece algo obvio, sobre todo a 

partir del papel protagónico y visible que ha tomado la acción del Ministerio de 

Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva en Argentina, y por el apoyo que los 

países más desarrollados están dando a estas actividades. Se multiplican en el 

mundo los estudios prospectivos que auguran transformaciones impredecibles en 

el futuro de la humanidad a raíz de la convergencia de las tecnologías llamadas 

emergentes (las de información y comunicaciones –TIC-, la Biotecnología, la 

Nanotecnología y las ciencias neurológicas y cognitivas).  

Sin embargo, esta preocupación de los Estados por la ciencia no fue siempre así. 

Las políticas de ciencia y tecnología en sentido estricto no tienen más de 70 años: 

recién cuando la ciencia se mostró útil a los Estados, tomaron estos en serio su 

apoyo y promoción. Y esto ocurrió a raíz de la segunda guerra mundial.  

En la primera guerra mundial esto no había ocurrido: los científicos eran enviados 

a las trincheras como cualquier ciudadano. En cambio, en la segunda guerra, 

primero la Alemania nazi y luego los Estados Unidos comenzaron a utilizar 

masivamente a sus científicos: Alemania para la construcción de sus mísiles (los 



2 
 

famosos V-2), la red de radares con la que pudieron destruir 40.000 aviones 

aliados en los primeros años y el comienzo del desarrollo de la bomba atómica.  

Un científico estadounidense, Vannebar Bush, había conseguido convencer antes 

de la guerra al presidente de su país, Franklin D. Roosevelt, para crear la Oficina 

de Investigación Científica y Desarrollo (OSDR por sus siglas en inglés), para 

apoyar el esfuerzo bélico: en ella se desarrolló el proyecto Manhattan, que llevó a 

la construcción de la bomba atómica y, con la contratación de las universidades 

más importantes del país, se consiguió deshacer la red de radares alemana, con 

lo que pudieron comenzar los bombardeos masivos a ese país. 

Después de la guerra, el mismo Vannebar Bush convenció al presidente Truman 

de que “la investigación básica era importante para la sobrevivencia nacional, 

tanto por razones militares como comerciales”, como lo había sido para ganar la 

guerra, por lo que propuso la creación de una Agencia de Investigación y 

Desarrollo Tecnológico. Esta propuesta tardó seis años en concretarse, con la 

creación en 1951 de la National Science Foundation, verdadera precursora de los 

organismos modernos de política científica y tecnológica: Vannebar Bush es 

considerado por ello el creador de la política científica propiamente dicha. Su 

informe al Presidente Truman, La frontera sin límites, dio origen a la política 

científica y tecnológica en todo el mundo.  

Hay que señalar, de paso, que el supuesto apoyo de los Estados Unidos a la 

ciencia, antes que para la paz, sirvió en primer lugar para la Guerra Fría que 

comenzaba. Parece un signo trágico de la humanidad que las políticas de apoyo a 

la ciencia, una actividad que corresponde (se podría pensar) a las más nobles 

aspiraciones humanas, hayan aparecido justamente con motivo de los esfuerzos 

más crueles e inhumanos de la historia y con un costo de cerca de 60 millones de 

personas. Hay que considerar sin embargo que esto ocurrió gracias a que 

justamente en esos momentos estaba culminando el proceso de acercamiento 

entre la investigación científica más básica y sus aplicaciones a desarrollos de 

productos y procesos nuevos. La máquina de vapor, en el origen de la revolución 

industrial, se desarrolló en base a conocimientos teóricos que tenían cincuenta 
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años de antigüedad. En cambio, los avances de las teorías de la relatividad y la 

física cuántica, así como los de la química y materiales, habían posibilitado la 

aplicación casi instantánea de investigaciones básicas al desarrollo de la 

electrónica y de la energía nuclear. 

Una vez terminada la guerra, los europeos, que veían el efecto que los esfuerzos 

de investigación habían tenido en la victoria aliada, pudieron constatar también el 

efecto que los mismos habían tenido en las empresas norteamericanas, que 

empezaban a dominar el mundo, por medio de sus exportaciones y el 

establecimiento de filiales en Europa. Ya desde el comienzo de la posguerra, 

todavía con la conmoción por las bombas atómicas lanzadas contra el Japón al 

final de la guerra y con el temor de un holocausto nuclear que todavía se veía 

posible en 1962, cuando la crisis de los mísiles soviéticos en Cuba, surgió en 

Europa y en el mundo la preocupación por convertir la energía nuclear en algo útil 

para la humanidad: se convirtió en un slogan el concepto de Átomos para la paz y 

se creó un programa internacional con ese nombre. Pero la importancia práctica 

que empezó a verse en la investigación científica iba más allá de la utilización de 

aquella fuente de energía, y se empezó a ver como la clave para el desarrollo 

económico: es así como en 1961 la entonces Comunidad Económica Europea 

creó una comisión (la Comisión Piganiol), la que elaboró un informe, publicado en 

1963, La ciencia y la política de los gobiernos, donde por primera vez aparece el 

nombre de política científica. Naciones Unidas convocaron en ese mismo año una 

Conferencia internacional sobre la aplicación de la Ciencia y la Tecnología al 

Desarrollo; en 1965, UNESCO, que en 1949 había creado un Centro Regional 

para el Avance de la Ciencia en América Latina,  organizó una conferencia similar, 

para la región, CASTALA. 

Los países latinoamericanos no se habían quedado atrás. Sus comunidades 

científicas, apoyadas por UNESCO y lideradas por Bernardo Houssay, junto al 

venezolano Marcel Roche y el brasileño José Leite Lopes, consiguieron de sus 

gobiernos la creación de organismos de política científica: los primeros fueron el 

Consejo Nacional de Pesquisa de Brasil (CNPq) en 1951 y el CONICET argentino 

en 1957, aunque previamente, en 1951, se había creado en Argentina una 
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Comisión de Ciencia y Tecnología, en el marco del segundo Plan Quinquenal de 

Perón1; esta Comisión fue desactivada por la Revolución Libertadora de 1955, y 

dos años después tuvo lugar la recreación definitiva del Consejo. Houssay 

consiguió también que la OEA creara en 1958 una Oficina de Ciencia y 

Tecnología. Y se empezó a consagrar la idea de que los Estados (sus gobiernos) 

debían destinar un porcentaje de su PBI a la investigación y al desarrollo 

tecnológico (I+D), como habían empezado a hacer los europeos. La política 

científica y tecnológica y el rol fundamental del Estado habían quedado 

consagrados.  

Para reforzar esta idea, tuvieron un rol fundamental, aunque bastante distinto en 

su orientación a la de las comunidades científicas tradicionales recién 

mencionadas, un grupo de tecnólogos y pensadores latinoamericanos, lo que se 

ha llamado Pensamiento Latinoamericano en Ciencia, Tecnología y Sociedad 

(PLACTS) o también Pensamiento Latinoamericano en Ciencia y Tecnología para 

el Desarrollo (PLACTED)2. Los más destacados fueron Jorge Sabato, quien lideró 

la decisión temprana de la Comisión de Energía Atómica (CNEA) argentina, en 

1957, de construir un reactor nuclear experimental en lugar de comprarlo (como 

estaban aconsejando los países más avanzados), Amílcar Herrera, Oscar 

Varsavsky, así como otros tecnólogos y pensadores en toda la región (Brasil3, 

México4, Perú5), donde se habían ido dando experiencias similares a las de la 

CNEA argentina en busca de un desarrollo tecnológico propio. 

Jorge Sabato publicó en 1968, año emblemático si los hay, el famoso artículo6 

donde propuso la figura del triángulo, que lleva su nombre, para ilustrar las 

                                                           
1
 Ver Diego Hurtado de Mendoza, La ciencia argentina. Un proyecto inconcluso (1930-2000), Buenos Aires, Edhasa, 2010, 

pgs. 182 y siguientes. 

2
 El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva de Argentina creó en 2011 su programa PLACTED 

(Pensamiento Latinoamericano en Ciencia, Tecnología y Desarrollo) para la recuperación de la memoria histórica de 
estos emprendedores y pensadores y de sus realizaciones, así como para analizar la vigencia de dicho pensamiento en la 
actualidad. 
3
 Helio Jaguaribe, Theotonio dos Santos entre otros, como los que lideraron desde el Estado la creación de la empresa 

aeronáutica EMBRAER y el Programa Pro-Alcohol. 
4
 El economista Víctor Urquidi, de CEPAL, y el Ing. Químico Miguel Wionzek. 

5
 Francisco Sagasti. 

6
 Sabato, Jorge y Botana, Natalio, “La ciencia y la tecnología en el desarrollo futuro de América Latina”, en Revista de la 

Integración, INTAL, Buenos Aires, Año 1, 1968, Nro. 3, pp. 15-36.   
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relaciones necesarias para el desarrollo tecnológico, entre los tres vértices: 

Gobierno, Infraestructura Científica, Empresa. Este artículo puso un fuerte énfasis 

en el concepto de innovación en las empresas (de hecho fue un pionero en la 

utilización de ese concepto, ahora esencial en las políticas, que han pasado a 

llamarse de ciencia, tecnología e innovación); pero también señaló el rol 

fundamental que debía cumplir el Estado. Para señalar esto se basó en la 

experiencia de los Estados Unidos durante la guerra, ya reseñada: el Estado, 

sobre todo en un país subdesarrollado como los latinoamericanos, debía liderar 

este esfuerzo de articulación entre la investigación y la producción, es decir, entre 

los tres vértices del triángulo, como había empezado a hacerlo con los 

emprendimientos tecnológicos mencionados. 

Sin embargo, en los años 70, estas ideas y gran parte de los emprendimientos que 

habían ido surgiendo en toda la región, fueron abortados por las crisis que 

sacudieron el mundo en esa década. Estas crisis, la monetaria en 1971 y las dos 

crisis del petróleo, en 1974 y 1978, fueron exportadas a nuestros países por los 

países centrales, que primero las habían sufrido. Lo hicieron bajo la forma de crisis 

de balanza de pagos en los primeros años y, en la década siguiente, la de los 80, 

la primera década perdida, por la crisis de la deuda que debieron asumir nuestros 

países para solventar la de su comercio exterior. Estas crisis se sobreimpusieron a 

las insuficiencias que habían mostrado los esfuerzos por la industrialización de los 

países latinoamericanos, basada en la sustitución de importaciones, y frustraron 

las posibilidades de un desarrollo tecnológico más autónomo para la región. Con 

ello, desde los países industrializados y desde los organismos internacionales de 

crédito, dominados por los países centrales (estaba llegando la era de Reagan y 

Thatcher), se lanzó un ataque a fondo contra el papel del Estado y, en particular 

por lo que nos concierne aquí, contra el papel del Estado como impulsor del 

desarrollo tecnológico. Había llegado el Consenso de Washington  y el 

Neoliberalismo.  

La política científica y tecnológica de los Estados debía quedar reducida a la 

creación de una infraestructura de investigación, como la de la educación y ligada 

a ella, para suministrar los recursos humanos y de conocimiento indispensables 
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para el apoyo a las actividades productivas, para las que se debía crear un clima 

de absoluta libertad y con un mínimo de regulaciones. Según el Consenso de 

Washington, la empresa debía ocupar el lugar central de las políticas de 

innovación, con el mínimo de trabas por parte del Estado: las instituciones 

científicas, además de brindar aquella infraestructura de conocimiento, debían 

vincularse a las empresas en forma subsidiaria para brindarles servicios y, 

eventualmente, para ofrecerles el resultado de sus investigaciones, lo que ocurriría 

en muy pocos casos. Pero lo más importante es que se prohibían las políticas 

industriales de apoyo a sectores productivos, como las que habían llevado al éxito 

de la política nuclear en Argentina, al desarrollo aeronáutico de Brasil y a los 

logros en las compañías de petróleo de la región, que poco a poco fueron siendo 

privatizadas. Curiosamente, estas políticas, que habían sido puestas en práctica 

por los países más desarrollados en los comienzos de su industrialización, 

llevaron al éxito a los famosos tigres asiáticos (Corea, Taiwan, Singapur, luego 

China), que fueron quienes en la práctica siguieron las enseñanzas del 

pensamiento latinoamericano sobre el desarrollo tecnológico autónomo y el papel 

del Estado. En esos países se puso en práctica una verdadera política industrial y 

el triángulo de Sabato.  

En cambio en nuestros países, sobre todo a raíz del paso devastador del 

neoliberalismo, se acentuó la desarticulación entre las actividades científico-

tecnológicas y las empresas productivas. Estas, que en gran parte son de capital 

extranjero, generalmente importan la tecnología en forma de equipos y licencias 

para procesos, mientras que los resultados de la investigación de nuestros 

científicos, por otro lado de nivel mundial, sólo sirven para que se utilicen en los 

centros desarrollados, que extraen de ahí ideas, tecnologías e innovaciones, que 

luego les debemos comprar. La famosa vinculación, que durante los 80 y los 90 se 

nos vendía como la solución para nuestros problemas, tiene efectos mínimos para 

contrarrestar las tendencias mencionadas. No hay un sistema nacional de 

innovación articulado, idea que se nos ha vendido por los organismos 

internacionales de crédito como uno de los objetivos últimos del desarrollo 
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científico y tecnológico, junto con la de la sociedad del conocimiento, una 

aspiración siempre lejana.  

En los países desarrollados, lo mismo que en los países de desarrollo reciente, 

como los del sudeste asiático y China, que mencionábamos, existe un equilibrio 

entre sus estructuras productivas y la generación de conocimiento y tecnología, 

hay una trama de relaciones entre las empresas innovadoras o con base científica 

y tecnológica y los centros de producción de esos conocimientos, muchas veces 

ubicados en las mismas empresas. Es un tejido que se ha ido formando con el 

tiempo, y que incluye también a los organismos de gobierno, que, aunque actúen 

aparentemente con autonomía, están de alguna forma atrapados en esa malla o 

entramado de relaciones. En cambio, en un país descentrado como el nuestro, 

que dependemos todavía en gran medida del centro (de ahí los famosos 

problemas de la restricción externa), no basta con esfuerzos ni declaraciones 

como se suelen escuchar desde hace más de 30 años: „vinculación universidad-

industria‟, „triángulo de Sábato‟, „articulación entre organismos públicos y de estos 

con empresas para crear una sociedad del conocimiento. 

Es que, lo que se ha olvidado, es que en todos aquellos países desarrollados, y 

sobre todo en los de industrialización reciente, ha habido una acción fuerte del 

Estado. Esta es todavía más necesaria en nuestros países, para asegurar la 

interconexión entre producción y utilización de conocimiento. Pero no basta con 

generar una infraestructura científica y tecnológica. Tampoco basta con fomentar 

la vinculación entre las instituciones científicas y los sectores productivos, por 

ejemplo a través de la constitución de consorcios público-privados para el 

desarrollo de proyectos tecnológicos. Todo esto forma parte de la batería de 

instrumentos permitidos por las políticas del neoliberalismo, que quiso reducir la 

política en esta materia a una serie de instrumentos horizontales, lanzados al azar, 

a lo más con alguna vaga referencia a objetivos generales.  

Se necesita generar políticas de Estado verticales, que promuevan sectores 

productivos, grandes misiones, como ocurrió en nuestro país con la energía 

nuclear, como está ocurriendo ahora con la política espacial-satelital entre CONAE 
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y el INVAP y otras firmas asociadas, y está empezando a ocurrir con la creación 

de la infraestructura necesaria para una sociedad del conocimiento: la extensión 

de fibra óptica y programas como Conectar Argentina, Argentina digital, Televisión 

Digital Abierta y otros. Estas políticas verticales son condenadas por los países 

centrales, adalides del neoliberalismo, pero es lo que ellos han hecho siempre, 

desde los tiempos de la Segunda Guerra Mundial. Hay ahí un campo importante 

de acción, lo mismo que en el terreno de las comunicaciones (lo que incluye a 

todas las TIC), o con la energía, con YPF e Y-Tec. Esto puede ocurrir también en 

otros sectores, como comienza a gestarse en el sector de maquinaria agrícola, 

donde está apareciendo una articulación semejante, con la tecnología de siembra 

directa apoyada por las TIC y el control satelital, la convergencia de biotecnología, 

nano, o los biosensores, entre tantos otros. 

Estas grandes misiones exigen además del Estado una capacidad que fue 

destruida por las políticas neoliberales: la de articular entre sí las distintas esferas 

del gobierno, los ministerios encargados de coordinar los aspectos productivos de 

estas misiones, como Infraestructura, Industria, Agricultura, Economía, con el 

Ministerio de Ciencia y Tecnología, que aporta la visión de las ciencias y los 

recursos humanos para la investigación y desarrollo necesarios, el de Educación 

para articular la provisión adecuada de recursos humanos, el sector financiero 

estatal para proveer el capital de riesgo necesario, etc.  

El Ministerio de Ciencia y Tecnología tiene claro que se requiere de esta 

articulación entre el sistema de ciencia y tecnología y otras áreas del Estado 

Nacional: se están  dando pasos, por ejemplo con la creación de Y-Tec, con la 

constitución de una comisión para articular el apoyo de los organismos científicos 

y tecnológicos y universidades para la prevención de desastres naturales.  

Se trata de una política de Estado que recién comienza. Pero es una política de 

Estado absolutamente necesaria si se quiere llegar a lo que Néstor Kirchner 

propuso en su discurso inaugural del 25 de Mayo de 2003: “Una sociedad como la 

que queremos promover debe basarse en el conocimiento y en el acceso de todos 

a ese conocimiento”. 
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